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T	E	M	A	R	I	O

Tema 1.- La Constitución Española de 1978. Estructura y principios básicos. Derechos y deberes
fundamentales. Organización territorial del Estado.

Tema 2.- El Estatuto de Autonomía de Andalucía: Estructura. Disposiciones generales. Competencias
de la Comunidad Autónoma andaluza en las materias de Administración Pública, organización territo-
rial, régimen local y función pública. Organización institucional básica de la Comunidad Autónoma.

Tema 3.- La Administración Local. Principios constitucionales y regulación jurídica. El Municipio:
elementos y competencias. Régimen de Organización en los municipios de gran población. Órganos
Superiores y directivos.

Tema 4.- La organización política y administrativa del Ayuntamiento de Córdoba en su Reglamento
Orgánico General (I): El Pleno. El Alcalde. Los Tenientes de Alcalde, los miembros no electos de la Junta
de Gobierno y Concejales Delegados. La Junta de Gobierno Local.

Tema 5.- La organización política y administrativa del Ayuntamiento de Córdoba en su Reglamento
Orgánico General (II). La Administración del Ayuntamiento de Córdoba: Áreas de gobierno y su estruc-
tura interna. Órganos superiores y directivos de las Áreas de gobierno.

Tema 6.- La organización política y administrativa del Ayuntamiento de Córdoba en su Reglamento
Orgánico General (III): La Asesoría Jurídica. La Intervención municipal. El Consejo Municipal para la
resolución de las reclamaciones económico administrativas y del procedimiento económico-adminis-
trativo. El Servicio Municipal de Gestión Económico-financiera. El Órgano de Gestión Tributaria munici-
pal. El Servicio Municipal de Planificación Económico- presupuestaria.

Tema 7.- El Estatuto Básico del Empleado Público: Objeto y ámbito de aplicación. Clases de personal
al servicio de las Administraciones Públicas. Derechos y deberes. Adquisición y pérdida de la condición
de funcionario.

Tema 8.- El personal al servicio de las Entidades locales. Clases. Instrumentos de la ordenación de la
gestión de recursos humanos: plantilla y relación de puestos de trabajo. Provisión de puestos de
trabajo.

Tema 9.- Los recursos de las Haciendas Locales: Impuestos, Tasas y Contribuciones especiales. Precios
públicos. Las Ordenanzas fiscales.

Tema 10.- El Presupuesto de las Entidades locales: Concepto y estructura de gastos e ingresos. Conteni-
do, elaboración y aprobación.

Tema 11.- El gasto público local: concepto y régimen legal. Ejecución de los gastos públicos.

Tema 12.- La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Adminis-
traciones Públicas (I): Disposiciones generales. Interesados en el procedimiento. La actividad de las
Administraciones Públicas. Los actos administrativos.



Tema 13.- La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Adminis-
traciones Públicas (II): Iniciación, ordenación, instrucción, finalización y ejecución del procedimiento.
Los recursos administrativos. Concepto y clases.

Tema 14.- La potestad reglamentaria de las Entidades Locales: Ordenanzas, Reglamentos y Bandos.
Procedimiento de elaboración y aprobación.

Tema 15.- El acceso electrónico de la ciudadanía a los servicios públicos. Sistemas de identificación
electrónica y de firma de los interesados en el procedimiento y en sus relaciones con la Administración.

Tema 16.- El funcionamiento electrónico del sector público: sede electrónica y portal de internet;
sistemas de identificación de las Administraciones Públicas. Archivo electrónico de documentos.
Documento y expediente electrónico.

Tema 17.- Protección de datos personales. Normativa vigente. Disposiciones generales y principios de
protección de datos. Derechos de las personas. Garantía de los derechos digitales.

Tema 18.- Atención al público: acogida e información al administrado. Aplicación de la ofimática en la
Administración Local: Procesadores de Texto. Creación y estructuración de documentos y plantillas.
Manejo e impresión de ficheros. Hojas de cálculo. Introducción y edición de datos. Gráficos. Gestión de
datos. Otras aplicaciones ofimáticas.

Tema 19.- La igualdad efectiva de mujeres y hombres. Políticas públicas para la igualdad. Medidas de
protección integral contra la violencia de género. Derechos de las mujeres víctimas de violencia de
género.

Tema 20.- Prevención de riesgos laborales y protección de la seguridad y salud en el trabajo. Derechos
y obligaciones del empresario y los trabajadores. Los delegados de Prevención. El Comité de Seguridad
y Salud.

La	normativa	reguladora	de	las	materias	comprendidas	en	este	programa
se	entenderá	referida	a	la	vigente	el	día	de	la	realización	de	los	ejercicios
previstos	en	las	bases	de	la	Convocatoria.

-o-o-o0o-o-o-
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978.	ESTRUCTURA	Y	PRINCIPIOS
BÁSICOS.	DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES.

ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

Tras	las	Elecciones	Generales	del	15	de	junio	de	1977,	el	Congreso	de	los	Diputados	ejerció	la	iniciativa
constitucional	que	le	otorgaba	el	art.	3º	de	la	Ley	para	la	Reforma	Política	y,	en	la	sesión	de	26	de	julio	de
1977,	el	Pleno	aprobó	una	moción	redactada	por	todos	los	Grupos	Parlamentarios	y	la	Mesa	por	la	que	se
creaba	una	Comisión	Constitucional	con	el	encargo	de	redactar	un	proyecto	de	Constitución.

Una	vez	cerrado	el	texto	de	la	Constitución	por	las	Cortes	Generales	el	31	de	octubre	de	1978,	mediante	Real
Decreto	2550/1978	se	convocó	el	Referéndum	para	la	aprobación	del	Proyecto	de	Constitución,	que	tuvo
lugar	el	6	de	diciembre	siguiente.	Se	llevó	a	cabo	de	acuerdo	con	lo	prevenido	en	el	Real	Decreto	2120/1978.
El	Proyecto	fue	aprobado	por	el	87,78%	de	votantes	que	representaban	el	58,97%	del	censo	electoral.

Su	Majestad	el	Rey	sancionó	la	Constitución	durante	la	solemne	sesión	conjunta	del	Congreso	de	los	Diputa‐
dos	y	del	Senado,	celebrada	en	el	Palacio	de	las	Cortes	el	miércoles	27	de	diciembre	de	1978.	El	BOE	publicó
la	Constitución	el	29	de	diciembre	de	1978,	que	entró	en	vigor	con	la	misma	fecha.	Ese	mismo	día	se	publica‐
ron,	también,	las	versiones	en	las	restantes	lenguas	de	España.

A	lo	largo	de	su	vigencia	ha	tenido	dos	reformas:

‐En	1992,	que	consistió	en	añadir	el	inciso	"y	pasivo"	en	el	artículo	13.2,	referido	al	derecho	de	sufragio
en	las	elecciones	municipales.

‐En	2011,	que	consistió	en	sustituir	íntegramente	el	artículo	135	para	establecer	constitucionalmente
el	principio	de	estabilidad	presupuestaria,	como	consecuencia	de	la	crisis	económica	y	financiera.

1.2.‐	ANTECEDENTES

Las	múltiples	 influencias	de	una	Constitución	derivada	como	 la	española	de	1978	‐además	de	aquellas
recibidas	del	constitucionalismo	histórico	español‐	hay	que	buscarlas	preferentemente	dentro	de	las	nuevas
corrientes	europeas	que	aparecen	después	de	la	Segunda	Guerra	Mundial,	y	en	tal	sentido	ha	recibido	claras
influencias	de	otros	textos	constitucionales	europeos,	así	como	de	diferentes	Tratados	de	Derecho	Interna‐
cional:

•	De	 la	Constitución	 italiana	de	1947	habría	que	destacar	 la	 configuración	del	poder	 judicial	 y	 sus
órganos	de	gobierno,	o	los	antecedentes	del	Estado	Regional	Italiano.
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TEMA	2.‐	EL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	DE	ANDALUCÍA:	ESTRUCTURA.
DISPOSICIONES	GENERALES.	COMPETENCIAS	DE	LA	COMUNIDAD	AUTÓNOMA
ANDALUZA	EN	LAS	MATERIAS	DE	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA,	ORGANIZACIÓN

TERRITORIAL,	RÉGIMEN	LOCAL	Y	FUNCIÓN	PÚBLICA.	ORGANIZACIÓN
INSTITUCIONAL	BÁSICA	DE	LA	COMUNIDAD	AUTÓNOMA.

1.‐	EL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	PARA	ANDALUCÍA

1.1.- INTRODUCCIÓN

El Estatuto de Autonomía para Andalucía se aprobó mediante Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre,
vigente hasta su modificación y nueva redacción otorgada mediante Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo,
de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

Hoy, los argumentos que construyen la convivencia de los andaluces y andaluzas y los anhelos de éstos nacen
de un nuevo proyecto histórico que debe permitirnos afrontar con garantías los retos de un tiempo nuevo,
definido por los profundos cambios geopolíticos, económicos, culturales y tecnológicos ocurridos en el
mundo y por la posición de España en el contexto internacional. Si durante el último cuarto de siglo se han
producido transformaciones intensas en el mundo, estos cambios han sido particularmente acentuados en
Andalucía, donde en ese periodo hemos pasado del subdesarrollo económico y cultural a un panorama
similar al de las sociedades más avanzadas, como ejemplifica la inversión de nuestros flujos migratorios.

Después de casi tres décadas de ejemplar funcionamiento, resulta evidente que el Estado de las Autonomías
implantado por la Constitución de 1978 ha producido en estos años un rápido y eficaz proceso de descentra-
lización. Ahora bien, transcurrida esta fructífera etapa de experiencia autonómica se hacen necesarias
reformas que modernicen el modelo territorial.

Reformas para profundizar el autogobierno, extrayendo todas las posibilidades descentralizadoras que
ofrece la Constitución para aproximar la Administración a la ciudadanía. Reformas que al mismo tiempo
desarrollen y perfeccionen los mecanismos de cohesión territorial, solidaridad y cooperación institucional.
Se trata, pues, de un proceso de modernización del Estado de las Autonomías que sólo es posible desde una
visión global y plural de España que Andalucía siempre ha tenido.

Hoy, como ayer, partimos de un principio básico, el que planteó Andalucía hace 25 años y que mantiene
plenamente su vigencia: Igualdad no significa uniformidad. En España existen singularidades y hechos
diferenciales. Andalucía los respeta y reconoce sin duda alguna. Pero, con la misma rotundidad, no puede
consentir que esas diferencias sirvan como excusas para alcanzar determinados privilegios. Andalucía
respeta y respetará la diversidad pero no permitirá la desigualdad ya que la propia Constitución Española
se encarga de señalar en su artículo 139.1 que todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones
en cualquier parte del territorio del Estado.
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TEMA	3.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL.	PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES	Y
REGULACIÓN	JURÍDICA.	EL	MUNICIPIO:	ELEMENTOS	Y	COMPETENCIAS.
RÉGIMEN	DE	ORGANIZACIÓN	EN	LOS	MUNICIPIOS	DE	GRAN	POBLACIÓN.

ÓRGANOS	SUPERIORES	Y	DIRECTIVOS.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL

1.1.- INTRODUCCIÓN

Dentro de las instancias con autonomía política que componen el Estado, las Entidades Locales constituyen
el último escalón en los niveles de autogobierno que se reconocen en la organización territorial por debajo
de las CC.AA. 

La Constitución Española, en el diseño de la organización territorial del Estado que se dispone en SU Título
VIII, reconoce la autonomía de los municipios y provincias para la gestión de sus respectivos intereses, en
los mismos términos que a las Comunidades Autónomas (art. 137 CE), si bien el alcance de una y otra
difieren al concretarse a lo largo de los Capítulos II y III de dicho Título. 

Se reconoce así a las entidades públicas que cuenta con una mayor tradición histórica en nuestra organiza-
ción del poder público, ya que se remontan a los fueros municipales que comenzaron a otorgarse en la Alta
Edad Media. Su evolución a partir del régimen constitucional se ha caracterizado por la progresiva intensifi-
cación de la autonomía y del carácter democrático de sus instituciones que se inició con el reconocimiento
en la Constitución de 1812 de las Diputaciones y los Ayuntamientos como entidades territoriales a nivel local,
con algunas de las características que se han mantenido hasta la actualidad –en concreto, un cierto nivel de
autoadministración y una organización basada en una asamblea electiva presidida por un Jefe o Alcalde–,
pero sin una verdadera autonomía al encontrarse bajo la dependencia del Estado.

Su evolución a lo largo del siglo XIX osciló entre períodos de mayor o menor autonomía, así como de elección
o designación de sus titulares, que no contribuyeron a aportar estabilidad a estas instituciones que sufrieron,
además, un progresivo desgaste en sus recursos a favor del Estado al que, en última instancia, se encontraban
sometidos. 

Ya en el siglo XX comenzó un período de reforma al que contribuyó el Estatuto Municipal de Calvo Sotelo de
1924 –que pretendió democratizar la vida local, aumentar sus competencia y mejorar su Hacienda–, y que
culminó con el reconocimiento pleno de su autonomía y del carácter electivo de sus representantes por
sufragio popular bajo la Constitución Republicana de 1931.  Estos logros desaparecieron bajo la dictadura
franquista, que sometió a las Administraciones locales estableciendo la designación gubernativa de los
Alcaldes y Presidentes, así como la fiscalización y tutela de todos sus actos.

La Constitución Española de 1978 culmina la evolución de la Administración Local situándola en la base de
la organización territorial del Estado con plena autonomía, bajo una organización democrática y con autosu-
ficiencia financiera. Dicho ello, ni la legislación ni siquiera la doctrina ofrecen un concepto unitario del



www.temariosenpdf.es Tema 4 - Pág. 1

TEMA	4.‐	LA	ORGANIZACIÓN	POLÍTICA	Y	ADMINISTRATIVA	DEL	AYUNTAMIENTO
DE	CÓRDOBA	EN	SU	REGLAMENTO	ORGÁNICO	GENERAL	(I):	EL	PLENO.	EL	ALCAL‐
DE.	LOS	TENIENTES	DE	ALCALDE,	LOS	MIEMBROS	NO	ELECTOS	DE	LA	JUNTA
DE	GOBIERNO	Y	CONCEJALES	DELEGADOS.	LA	JUNTA	DE	GOBIERNO	LOCAL.

INTRODUCCIÓN

El Excmo. Ayuntamiento Pleno, en sesión ordinaria celebrada el día 5 de febrero de 2009, acordó aprobar
definitivamente el Reglamento Orgánico General del Ayuntamiento de Córdoba, en la redacción aprobada
inicialmente en sesión de 6 de noviembre de 2008, y fue publicado en el BOP de 16 de febrero de 2009.

El Reglamento Orgánico se compone de 311 artículos estructurados en 3 Tñitulos: Título I del Pleno y sus
Comisiones, Título II del Gobierno y de la Administración Municipal Título III Procedimiento de aprobación
de Normas de Carácter General, tres disposiciones Adicionales, una Disposición Derogatoria y dos Disposicio-
nes finales.

• Título I. Consta de nueve Capítulos, el primero contiene las disposiciones generales, el segundo el Estatuto
de los Concejales, el tercero los Grupos Municipales, el cuarto la Junta de Portavoces, el quinto composición
y atribuciones del Pleno, el sexto el régimen de sesiones, el séptimo impulso, control y fiscalización por el
pleno de la actuación de los demás órganos de gobierno, el octavo Secretaría General del Pleno y actas, el
noveno Comisiones del Pleno. Respecto de los Reglamento del Pleno y de sus Comisiones, estos se han
concentrado en un solo título unificado e integrado de forma que queda más de manifiesto que tanto el citado
Pleno como sus Comisiones tienen el mismo objetivo de contribuir a la conformación de la voluntad del
órgano representativo de la voluntad popular del pueblo cordobés y que en ambos casos tienen la importante
función de control y fiscalización de los órganos de gobierno. Al Pleno corresponde además de las funciones
ya reseñadas las de aprobación y modificación de los reglamentos de naturaleza orgánica, ordenanzas
municipales, aprobación de presupuestos, de planeamiento general, etc., y a sus comisiones el informe o
consulta de los asuntos que han de ser sometidos al Pleno, entre otras. Por cuanto era necesario proceder
a la unificación de ambos reglamentos.

• Título II. Del gobierno y de la administración, consta de quince capítulos. El primero disposiciones genera-
les, el segundo organización del Ayuntamiento de Córdoba, el tercero el Alcalde o Alcaldesa, el cuarto la Junta
de Gobierno, el quinto Tenientes de Alcalde, miembros no electos de la Junta de Gobierno y Concejales
Delegados, el sexto la Administración del Ayuntamiento, séptimo de la Asesoría Jurídica, el octavo de la
Intervención General, el noveno del Consejo Municipal para la resolución de las reclamaciones Económico
Administrativas y del procedimiento Económico-Administrativo, del Servicio Municipal de Gestión Económi-
co-Financiera, el decimoprimero del Órgano de Gestión Tributaria Municipal. El decimosegundo del Servicio
Municipal de Planificación Económico Presupuestaria, el decimotercero de los Órganos Colegiados, el
decimocuarto de los Organismos Públicos, el decimoquinto de de las Sociedades Mercantiles Locales de
capital perteneciente íntegramente a la Entidad Local o a un Ente Público de la misma.
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TEMA	5.‐	LA	ORGANIZACIÓN	POLÍTICA	Y	ADMINISTRATIVA	DEL	AYUNTAMIENTO
DE	CÓRDOBA	EN	SU	REGLAMENTO	ORGÁNICO	GENERAL	(II).	LA	ADMINISTRACIÓN
DEL	AYUNTAMIENTO	DE	CÓRDOBA:	ÁREAS	DE	GOBIERNO	Y	SU	ESTRUCTURA
INTERNA.	ÓRGANOS	SUPERIORES	Y	DIRECTIVOS	DE	LAS	ÁREAS	DE	GOBIERNO.

1.‐	ADMINISTRACIÓN	DEL	AYUNTAMIENTO:	ÁREAS	DE	GOBIERNO	Y	SU	ESTRUCTURA	INTERNA

Áreas de Gobierno.- El Ayuntamiento de Córdoba se estructura en Áreas de Gobierno, que constituyen los
niveles esenciales de la organización municipal. En dichas áreas se integran los distintos Servicios
Municipales, órganos de gestión descentralizados y empresas públicas, atendiendo a los nexos funciona-
les de relación que se establecen entre ellos respecto del conjunto de la Gestión Municipal.

Las Áreas de Gobierno no podrán exceder de diez, correspondiendo a la Alcaldía la determinación de su
número, denominación y atribuciones, así como de los servicios que en ellas se integran.

Actualmente las Áreas de Gobierno son las siguientes:

Área de Presidencia y Políticas Transversales
Área de Infraestructuras, Sostenibilidad y Medio Ambiente
Área de Recursos Humanos, Hacienda y Administración Pública
Área de Urbanismo y Ordenación del Territorio, Vivienda, Movilidad y Seguridad
Área Social
Área de Promoción de la Ciudad
Área de Reactivación Económica, Promoción Empresarial y Fomento del Empleo

Estructura de las Áreas de Gobierno.- Para ejercer la función directiva de las distintas Áreas de Gobierno o
determinadas funciones de gestión podrán existir uno o más Coordinadores Generales, estructurándose
en bloques de competencias de naturaleza homogénea a través de las direcciones generales u órganos
similares. La determinación de su número y denominación corresponde a la Alcaldía.

Las Direcciones Generales, cuyo número y denominación corresponde a la Alcaldía, podrán estructurarse
en Subdirecciones Generales, servicios, departamentos, secciones, unidades o equipos, en función de las
necesidades organizativas de cada área.

Ordenación jerárquica.- La dirección superior de las Áreas de Gobierno corresponde a los Concejales Delega-
dos y a los Delegados o Delegadas.

Los órganos directivos dependen del Alcalde o Alcaldesa y/o de alguna de las personas anteriores y se
ordenan jerárquicamente del siguiente modo: Coordinador o Coordinadora General y Director o Directo-
ra General.
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TEMA	6.‐	LA	ORGANIZACIÓN	POLÍTICA	Y	ADMINISTRATIVA	DEL	AYUNTAMIENTO
DE	CÓRDOBA	EN	SU	REGLAMENTO	ORGÁNICO	GENERAL	(III):	LA	ASESORÍA	JURÍDI‐
CA.	LA	INTERVENCIÓN	MUNICIPAL.	EL	CONSEJO	MUNICIPAL	PARA	LA	RESOLUCIÓN
DE	LAS	RECLAMACIONES	ECONÓMICO	ADMINISTRATIVAS	Y	DEL	PROCEDIMIENTO
ECONÓMICO‐ADMINISTRATIVO.	EL	SERVICIO	MUNICIPAL	DE	GESTIÓN	ECONÓMI‐
CO‐FINANCIERA.	EL	ÓRGANO	DE	GESTIÓN	TRIBUTARIA	MUNICIPAL.	EL	SERVICIO

MUNICIPAL	DE	PLANIFICACIÓN	ECONÓMICO‐	PRESUPUESTARIA.

1.‐	LA	ASESORÍA	JURÍDICA

1.1.- DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL

Funciones.- Sin perjuicio de las funciones reservadas al Secretario General en la LBRL (*) y de las que corres-
ponden al Titular del Órgano de Apoyo al Secretario de la Junta de Gobierno Local, la Asesoría Jurídica
del Excmo. Ayuntamiento de Córdoba es el órgano administrativo responsable de la asistencia jurídica
a la Alcaldía, a la Junta de Gobierno Local y a los órganos directivos municipales, comprendiendo en sus
funciones tanto el asesoramiento jurídico como la representación y defensa en juicio de la administra-
ción municipal. Asimismo corresponderá a la Asesoría Jurídica municipal la representación y defensa
de los Organismos Autónomos municipales así como la de las entidades públicas empresariales contem-
pladas por el artículo 85-bis de la Ley de Bases de Régimen local.

(*) Corresponderá	al	secretario	general	del	Pleno,	que	lo	será	también	de	las	comisiones,	las	siguientes
funciones:

a)	La	redacción	y	custodia	de	las	actas,	así	como	la	supervisión	y	autorización	de	las	mismas,	con	el	visto
bueno	del	Presidente	del	Pleno.

b)	La	expedición,	con	el	visto	bueno	del	Presidente	del	Pleno,	de	las	certificaciones	de	los	actos	y	acuerdos
que	se	adopten.

c)	La	asistencia	al	Presidente	del	Pleno	para	asegurar	la	convocatoria	de	las	sesiones,	el	orden	en	los	debates
y	la	correcta	celebración	de	las	votaciones,	así	como	la	colaboración	en	el	normal	desarrollo	de	los	trabajos
del	Pleno	y	de	las	comisiones.

d)	La	comunicación,	publicación	y	ejecución	de	los	acuerdos	plenarios.

e)	El	asesoramiento	legal	al	Pleno	y	a	las	comisiones,	que	será	preceptivo	en	los	siguientes	supuestos:

1.º	Cuando	así	lo	ordene	el	Presidente	o	cuando	lo	solicite	un	tercio	de	sus	miembros	con	antelación
suficiente	a	la	celebración	de	la	sesión	en	que	el	asunto	hubiere	de	tratarse.
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TEMA	7.‐	EL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO:	OBJETO	Y	ÁMBITO
DE	APLICACIÓN.	CLASES	DE	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.	DERECHOS
Y	DEBERES.	ADQUISICIÓN	Y	PÉRDIDA	DE	LA	CONDICIÓN	DE	FUNCIONARIO.

1.‐	EL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO

1.1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.

La	Constitución	Española	de	1978	establece		en	su	artículo	103.3	una	reserva	de	ley	para	regular:

‐El	estatuto	de	los	funcionarios	públicos	que	ha	de	contener	sus	derechos	y	deberes,

‐El	acceso	a	la	Función	Pública,	cuyos	sistemas	han	de	responder	a	los	principios	de	mérito	y	capacidad,

‐Las	peculiaridades	del	ejercicio	del	derecho	a	sindicación	de	los	funcionarios	públicos,

‐Sus	sistemas	de	incompatibilidades	y	las	demás	garantías	para	la	imparcialidad	en	el	ejercicio	de	sus
funciones.

Esto	significa	que	todas	estas	materias	han	de	ser	reguladas	por	norma	con	rango	formal	de	Ley,	sin	que
puedan	 ser	 reguladas	por	una	norma	 reglamentaria.	Asimismo,	 el	 artículo	149.1.18	de	 la	Constitución
establece	como	competencia	exclusiva	del	Estado	la	de	determinar	las	bases	del	régimen	jurídico	de	las
AA.PP.	y	del	régimen	estatutario	de	sus	funcionarios,	que	en	todo	caso	garantizarán	a	los	administrados	un
tratamiento	común	ante	ellas.	Como	consecuencia	de	lo	establecido	en	este	artículo	se	dictó	lal	Ley	30/1984,
de	2	de	agosto,	de	medidas	para	la	reforma	de	la	Función	Pública,	que	ha	estado	vigente	en	su	mayor	parte
hasta	el	Estatuto	Básico	del	Empleado	Público,	aprobado	por	Ley	7/2007,	de	12	de	abril,	que	contuvo	la
normativa	común	al	conjunto	de	los	funcionarios	de	todas	las	Administraciones	Públicas,	más	las	normas
legales	específicas	aplicables	al	personal	laboral	a	su	servicio,	dando	verdadero	cumplimiento	a	lo	estableci‐
do	en	el	artículo	103.3	de	la	Constitución	.

Como	consecuencia	de	las	diferentes	modificaciones	posteriores	introducidas	en	el	texto	original	de	la	citada
Ley,	se	ha	aprobado	un	texto	refundido	que	unifica	e	integra	en	un	único	texto	legal	las	citadas	modificacio‐
nes,	derogando	‐entre	otras‐	a	la	propia	Ley	7/2007,	de	12	de	abril,	norma	que	ha	sido	el	Real	Decreto
Legislativo	5/2015,	de	30	de	octubre,	por	el	que	se	aprueba	el	texto	refundido	de	la	Ley	del	Estatuto	Básico
del	Empleado	Público	(en	adelante	EBEP).

El	 EBEP	 establece	 los	 principios	 generales	 aplicables	 al	 conjunto	de	 las	 relaciones	 de	 empleo	público,
empezando	por	el	de	servicio	a	los	ciudadanos	y	al	interés	general,	ya	que	la	finalidad	primordial	de	cual‐
quier	reforma	en	esta	materia	debe	ser	mejorar	la	calidad	de	los	servicios	que	el	ciudadano	recibe	de	la
Administración.
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TEMA	8.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.	CLASES.
INSTRUMENTOS	DE	LA	ORDENACIÓN	DE	LA	GESTIÓN	DE	RECURSOS	HUMANOS:

PLANTILLA	Y	RELACIÓN	DE	PUESTOS	DE	TRABAJO.	PROVISIÓN
DE	PUESTOS	DE	TRABAJO.

1.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL

CLASES DE PERSONAL.- El personal al servicio de las entidades locales estará integrado por funcionarios de
carrera, contratados en régimen de derecho laboral y personal eventual que desempeña puestos de
confianza o asesoramiento especial.

1.1.- FUNCIONARIOS

DEFINICIÓN.- Son funcionarios de la Administración Local las personas simuladas a ella por una relación de
servicios profesionales y retribuidos, regulada por el Derecho Administrativo.

Son funcionarios de carrera de la Administración Local los que, en virtud de nombramiento legal, desem-
peñen servicios de carácter permanente en una Entidad local, figuren en las correspondientes plantillas
y perciban sueldos o asignaciones fijas con cargo a las consignaciones de personal del presupuesto de
las Corporaciones.

ESTRUCTURA.- Los funcionarios de carrera que no ocupen puestos de trabajo reservados a funcionarios con
habilitación de carácter nacional se integrarán en las escalas, subescalas, clases y categorías de cada
Corporación, con arreglo a lo que se previene en la Ley.

Las subescalas, clases y categorías quedarán agrupadas conforme a la legislación básica del Estado en
los grupos que ésta determine, de acuerdo con la titulación exigida para su ingreso.

RESERVA DE FUNCIONES.- Corresponde a los funcionarios de carrera el desempeño de los puestos de
trabajo que tengan atribuidas las funciones que impliquen ejercicio de autoridad, las de fe pública y
asesoramiento legal preceptivo, las de control y fiscalización interna de la gestión económico-financiera
y presupuestaria, las de contabilidad y tesorería, así como las que en su desarrollo y en orden a la
clasificación de puestos, se determinen en las normas estatales sobre confección de las relaciones de
puestos de trabajo y descripción de puestos de trabajo-tipo.

CLASES DE FUNCIONARIOS.- La Función Pública Local tiene la particularidad de contar con dos clases de
personal funcionario:

-Funcionarios con habilitación de carácter estatal
-Resto de funcionarios
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TEMA	9.‐	LOS	RECURSOS	DE	LAS	HACIENDAS	LOCALES:	IMPUESTOS,	TASAS	Y	CON‐
TRIBUCIONES	ESPECIALES.	PRECIOS	PÚBLICOS.	LAS	ORDENANZAS	FISCALES.

1.‐	LAS	HACIENDAS	LOCALES

1.1.- CONCEPTOS GENERALES

El concepto de "Hacienda de las Entidades Locales" se corresponde con el de las facultades atribuidas a las
mismas en orden al establecimiento, regulación, gestión y recaudación de tributos, así como a la posibilidad
de obtención de otros ingresos; todo ello orientado a disponer de medios económicos con los que hacer
frente a las necesidades públicas locales.

Por lo tanto, la Hacienda de las Entidades Locales presenta dos aspectos distintos: de una parte, la obtención
de ingresos, y, de otra, la aplicación de los mismos a la satisfacción de las necesidades.

En nuestro Derecho positivo, el término "Haciendas Locales" hace referencia, esencialmente, a la vertiente
de los ingresos; es decir, a la disposición de recursos suficientes para el cumplimiento de los fines de las
propias Entidades Locales.

El art. 142 de la Constitución recoge el principio de suficiencia de las haciendas locales, al establecer que las
mismas deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la ley les
atribuye.

Básicamente, el régimen jurídico de las Haciendas Locales encontraba su regulación en la Ley 39/1988, de
28 de Diciembre (BOE del 30), modificada por diversas leyes posteriores, en particular, por la Ley 51/2002,
de 27 de diciembre (BOE del 28), que preveía la elaboración de un texto refundido en la materia, el cual ha
sido adoptado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de Marzo (BOE de 9 y 13 de Marzo), por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, que constituye la ley
vigente y ha procedido a derogar las leyes de 1988 y 2002.

El Texto Refundido se estructura de la siguiente forma:

• TÍTULO PRELIMINAR. Ámbito de aplicación
• TÍTULO I. Recursos de las haciendas locales

CAPÍTULO I. Enumeración
CAPÍTULO II. Ingresos de derecho privado
CAPÍTULO III. Tributos
CAPÍTULO IV. Participaciones en los tributos del Estado y de las comunidades autónomas
CAPÍTULO V. Subvenciones
CAPÍTULO VI. Precios públicos
CAPÍTULO VII. Operaciones de crédito
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	TEMA	10.‐	EL	PRESUPUESTO	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES:	CONCEPTO	Y	ESTRUC‐
TURA	DE	GASTOS	E	INGRESOS.	CONTENIDO,	ELABORACIÓN	Y	APROBACIÓN.

1.‐	INTRODUCCIÓN

En el lenguaje cotidiano, un presupuesto es el cómputo anticipado del coste de una obra o inversión, o de los
gastos e ingresos de una institución pública o privada.

En el ámbito administrativo, el presupuesto constituye la expresión cifrada, conjunta y sistemática de los
derechos y obligaciones a liquidar durante el ejercicio por cada uno de los órganos y entidades que forman
parte de un sector público determinado: Estado, Comunidad Autónoma, Corporación Local, Ente Público,
Universidad Pública...

El presupuesto público persigue reflejar los gastos y los ingresos previstos para un ámbito determinado del
Sector Público en un período de tiempo determinado. Esto significa que mide, habitualmente para el interva-
lo de un año, los créditos que como máximo se destinarán a las distintas partidas de gastos, así como las
previsiones de recaudación y la estimación de los fondos provenientes de otras fuentes de ingresos. El
presupuesto público constituye, asimismo, un documento político que recoge la declaración de intenciones
de un gobierno cuantificada monetariamente para un ejercicio anual. El presupuesto público, por tanto,
sintetiza desde la perspectiva económica y financiera el plan de actuación que presidirá la gestión pública
y, en este sentido, deberá responder a las siguientes cuestiones:

• Qué hacer: qué políticas se van a llevar a cabo.

• Quién puede gastar y hasta qué límite: clasificación orgánica del gasto.

• Para qué se hará el gasto: clasificación funcional y por programas del presupuesto.

• Cómo se hará el gasto: clasificación económica del gasto público.

• Cómo se va a recaudar y conseguir los ingresos necesarios: clasificación económica de los ingresos
necesarios.

Las características fundamentales, por tanto, de la institución presupuestaria son las siguientes:

-El carácter jurídico del documento presupuestario: el presupuesto es una previsión normativa que ha
de ser aprobada por el Parlamento (u órgano competente en otra Administración Pública) y es obligato-
ria para el órgano de gobierno. Resulta, en consecuencia, de necesario cumplimiento para el Gobierno
y la Administración, lo cual es especialmente relevante para el caso de los gastos previstos, ya que estos
establecen el límite máximo que pueden realizarse, mientras que en los ingresos se trata de una simple
previsión.



www.temariosenpdf.es Tema 11 - Pág. 1

TEMA	11.‐	EL	GASTO	PÚBLICO	LOCAL:	CONCEPTO	Y	RÉGIMEN	LEGAL.
EJECUCIÓN	DE	LOS	GASTOS	PÚBLICOS.

1.‐	EL	GASTO	PÚBLICO	LOCAL

Concepto.- Los gastos de las entidades locales son todas aquellas cantidades destinadas a cubrir los costes
que recaen sobre las mismas, según la previsión que se incorpora al presupuesto anual de cada una de
ellas.

Destino de los créditos.- Los créditos para gastos se destinarán exclusivamente a la finalidad específica para
la cual hayan sido autorizados en el Presupuesto General de la Entidad local o por sus modificaciones
debidamente aprobadas.

Carácter de los créditos.- Los créditos autorizados tienen carácter limitativo y vinculante.

No podrán adquirirse compromisos de gasto en cuantía superior al importe de los créditos autorizados
en los estados de gastos, siendo nulos de pleno derecho los acuerdos, resoluciones y actos administrati-
vos que infrinjan la expresada norma, sin perjuicio de las responsabilidades a que haya lugar.

El cumplimiento de las limitaciones expresadas en el párrafo anterior deberá verificarse al nivel en que
se establezca en cada caso la vinculación jurídica de los créditos.

Obligaciones contraídas.- Con cargo a los créditos del estado de gastos de cada Presupuesto sólo podrán
contraerse obligaciones derivadas de adquisiciones, obras, servicios y demás prestaciones o gastos en
general que se realicen en el año natural del propio ejercicio presupuestario. No obstante, se aplicarán
a los créditos del Presupuesto vigente, en el momento de su reconocimiento, las obligaciones siguientes:

a) Las que resulten de la liquidación de atrasos a favor del personal que perciba sus retribuciones con
cargo a los Presupuestos Generales de la Entidad local.

b) Las derivadas de compromisos de gastos debidamente adquiridos en ejercicios anteriores.

c) Las obligaciones procedentes de ejercicios anteriores referidas a reconocimiento extrajudicial de
créditos, siempre que no exista dotación presupuestaria, operaciones especiales de crédito, o conce-
siones de quita y espera

Vinculación.- Con carácter general, los niveles de vinculación jurídica de los créditos serán los que vengan
establecidos en cada momento por la legislación presupuestaria del Estado.

Los créditos que se declaren ampliables tendrán carácter de vinculantes al nivel de desagregación con
que figuren en los estados de gastos del Presupuesto.
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TEMA	12.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN
DE	LAS	AA.PP.	(I):	DISPOSICIONES	GENERALES.	INTERESADOS	EN	EL

PROCEDIMIENTO.	LA	ACTIVIDAD	DE	LAS	AA.PP.	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

1.1.‐	CONTENIDO	Y	ESTRUCTURA

El	art.	103	de	 la	Constitución	dispone	que	 “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras	más	de	veinte	años	de	vigencia	de	la	Ley	30/1992,	de	Régimen	Jurídico	de	las	Administraciones	Públicas
y	del	Procedimiento	Administrativo	Común,	recientemente	el	poder	legislativo	ha	llevado	a	cabo	una	reforma
del	ordenamiento	jurídico	público	articulada	en	dos	ejes	fundamentales:	las	relaciones	«ad	extra»	(hacia
afuera)	y	«ad	intra»	(hacia	dentro)	de	las	Administraciones	Públicas.	Para	ello	se	han	impulsado	simultánea‐
mente	dos	nuevas	leyes	que	constituirán	los	pilares	sobre	los	que	se	asentará	en	adelante	el	Derecho	admi‐
nistrativo	español:	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	(Ley
39/2015),	y	la	Ley	de	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público	(Ley	40/2015).

La	Ley	39/2015,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	constituye	el
primero	de	estos	dos	ejes,	al	establecer	una	regulación	completa	y	sistemática	de	las	relaciones	«ad	extra»
entre	las	Administraciones	y	los	administrados,	tanto	en	lo	referente	al	ejercicio	de	la	potestad	de	autotutela
y	en	cuya	virtud	se	dictan	actos	administrativos	que	inciden	directamente	en	la	esfera	jurídica	de	los	intere‐
sados,	como	en	 lo	relativo	al	ejercicio	de	 la	potestad	reglamentaria	y	 la	 iniciativa	 legislativa.	Queda	así
reunido	en	cuerpo	legislativo	único	la	regulación	de	las	relaciones	«ad	extra»	de	las	Administraciones	con
los	ciudadanos	como	ley	administrativa	de	referencia	que	se	ha	de	complementar	con	todo	lo	previsto	en	la
normativa	presupuestaria	respecto	de	las	actuaciones	de	las	Administraciones	Públicas,	destacando	especial‐
mente	lo	previsto	en	la	Ley	Orgánica	2/2012,	de	Estabilidad	Presupuestaria	y	Sostenibilidad	Financiera;	la
Ley	47/2003,	General	Presupuestaria,	y	la	Ley	de	Presupuestos	Generales	del	Estado.

La	Ley	se	estructura	en	siete	títulos,	con	el	siguiente	contenido:

•	TÍTULO	PRELIMINAR.‐	El	título	preliminar,	de	disposiciones	generales,	aborda	el	ámbito	objetivo	y
subjetivo	de	la	Ley.	Entre	sus	principales	novedades,	cabe	señalar,	la	inclusión	en	el	objeto	de	la	Ley,	con
carácter	básico,	de	 los	principios	que	 informan	el	 ejercicio	de	 la	 iniciativa	 legislativa	y	 la	potestad
reglamentaria	de	las	Administraciones.	Se	prevé	la	aplicación	de	lo	previsto	en	esta	Ley	a	todos	los
sujetos	comprendidos	en	el	concepto	de	Sector	Público,	si	bien	las	Corporaciones	de	Derecho	Público	se
regirán	por	su	normativa	específica	en	el	ejercicio	de	las	funciones	públicas	que	les	hayan	sido	atribuidas
y	supletoriamente	por	esta	Ley.
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TEMA	13.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN
DE	LAS	AA.PP.	(II):	INICIACIÓN,	ORDENACIÓN,	INSTRUCCIÓN,	FINALIZACIÓN
Y	EJECUCIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO.	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS.

CONCEPTO	Y	CLASES.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

DEFINICIÓN	DE	PROCEDIMIENTO:	La	definición	habitual	puede	ser	bien	el	método	para	ejecutar	algunas
cosas,	o	bien	la	actuación	que	se	lleva	a	cabo	mediante	trámites	administrativos	o	judiciales.

DEFINICIÓN	DE	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO:	La	Exposición	de	Motivos	de	la	Ley	de	Procedimiento
Administrativo	de	1958	lo	definió	como	“cauce	formal	de	la	serie	de	actos	en	que	se	concreta	la	actuación
administrativa	para	la	realización	de	un	fin”.	Y	de	una	forma	más	concisa,	el	artículo	105.c)	de	la	Consti‐
tución	lo	define	indirectamente	como	“procedimiento	a	través	del	cual	deben	producirse	los	actos	adminis‐
trativos”.

Actualmente	la	Ley	39/2015,	de	1	de	octubre,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Adminis‐
traciones	Públicas,	lo	define	como	el	conjunto	ordenado	de	trámites	y	actuaciones	formalmente	realiza‐
das,	según	el	cauce	legalmente	previsto,	para	dictar	un	acto	administrativo	o	expresar	la	voluntad	de	la
Administración.

El	procedimiento	administrativo	es,	en	definitiva,	la	forma	en	que	han	de	producirse	los	actos	adminis‐
trativos,	que	deberán	ajustarse	al	procedimiento	establecido.	Como	consecuencia	de	los	pasos	y	resulta‐
dos	obtenidos	en	las	distintas	fases	del	procedimiento	se	forma	un	expediente,	en	el	que	figuran	los
diferentes	 documentos	 generados,	 que	 habitualmente	 son	 escritos.	 El	 expediente	 será	 la	 base	 que
permitirá	llegar	a	una	resolución	final,	que	contiene	la	decisión	de	la	Administración.

CONCEPTO	 DE	 PROCEDIMIENTO	 ADMINISTRATIVO	 COMÚN.‐	 El	 artículo	 149.1.18.	 de	 la	 Constitución
distingue	entre	las	bases	del	régimen	jurídico	de	las	administraciones	públicas,	que	habrán	de	garantizar
al	administrado	un	tratamiento	común	ante	ellas;	el	procedimiento	administrativo	común,	sin	perjuicio
de	las	especialidades	derivadas	de	la	organización	propia	de	las	Comunidades	Autónomas	y	el	sistema
de	responsabilidad	de	todas	las	Administraciones	Públicas.

La	Ley	39/2015	recoge	esta	concepción	constitucional	de	distribución	de	competencias	y	regula	el
procedimiento	administrativo	común,	de	aplicación	general	a	todas	las	Administraciones	Públicas	y	fija
las	garantías	mínimas	de	los	ciudadanos	respecto	de	la	actividad	administrativa.	Esta	regulación	no	agota
las	competencias	estatales	o	autonómicas	de	establecer	procedimientos	específicos	por	razón	de	 la
materia	que	deberán	respetar,	en	todo	caso,	estas	garantías.	La	Constitución	establece	la	competencia
de	las	Comunidades	Autónomas	para	establecer	las	especialidades	derivadas	de	su	organización	propia
pero	además,	como	ha	señalado	la	jurisprudencia	constitucional,	no	se	puede	disociar	la	norma	sustanti‐



www.temariosenpdf.es Tema 14 - Pág. 1

TEMA	14.‐	LA	POTESTAD	REGLAMENTARIA	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES:
ORDENANZAS,	REGLAMENTOS	Y	BANDOS.	PROCEDIMIENTO

DE	ELABORACIÓN	Y	APROBACIÓN.

1.‐	LA	POTESTAD	NORMATIVA	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES

El	art.	55	del	Real	Decreto	Legislativo	781/1986,	por	el	que	aprueba	el	Texto	Refundido	de	las	disposiciones
legales	vigentes	en	materia	de	Régimen	Local,	establece	que	“en	la	esfera	de	su	competencia,	las	Entidades
locales	podrán	aprobar	Ordenanzas	y	Reglamentos,	y	los	Alcaldes	dictar	Bandos.	En	ningún	caso	contendrán
preceptos	opuestos	a	las	leyes”.

Todo	ello	a	consecuencia	de	la	potestad	reglamentaria	reconocida	a	las	Entidades	Locales	por	el	art.	4	de	la
Ley	7/1985,	Reguladora	de	las	Bases	del	Régimen	Local	(LRBRL).

2.‐	CONCEPTOS	GENERALES

2.1.‐	POTESTAD	REGLAMENTARIA

Las	Ordenanzas	y	Reglamentos	son	la	expresión	concreta	de	la	potestad	reglamentaria	que	se	reconoce	a	las
Entidades	que	integran	la	Administración	local,	consecuencia	de	la	autonomía	de	la	que	gozan.

Se	 denomina	 potestad	 reglamentaria	 al	 poder	 en	 virtud	 del	 cual	 la	 Administración	 dicta	 reglamentos.
Constituye	su	potestad	más	intensa	e	importante,	puesto	que	implica	participar	en	la	formación	del	ordena‐
miento	jurídico.	De	este	modo,	la	Administración	no	es	sólo	un	sujeto	de	Derecho	sometido	como	los	demás
a	un	ordenamiento	que	le	viene	impuesto,	sino	que	tiene	la	capacidad	de	formar,	en	una	cierta	medida,	su
propio	ordenamiento.

El	art.	4.1.a)	LRBRL	atribuye	la	potestad	reglamentaria,	en	todo	caso,	a	los	Municipios,	Provincias	e	Islas	en
su	calidad	de	Administraciones	Públicas	territoriales,	pudiendo	aplicarse	a	las	otras	Entidades	Locales	si	la
legislación	de	las	Comunidades	Autónomas	lo	concreta.

La	potestad	normativa	de	los	Entes	Locales	se	manifiesta	en	normas	jurídicas	de	varias	clases,	que	pueden
clasificarse	de	la	forma	siguiente:

•	Por	el	sujeto	del	que	proceden:

‐De	la	Corporación:	Ordenanzas	y	Reglamentos
‐Del	Presidente:	Bandos

•	Por	la	materia	que	regulan:

‐Ordenanzas	de	policía	y	buen	gobierno
‐Reglamentos	organizativos:	orgánico,	de	funcionarios,	de	régimen	interior	o	de	servicios
‐Bandos	para	casos	de	necesidad	o	urgencia
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TEMA	15.‐	EL	ACCESO	ELECTRÓNICO	DE	LA	CIUDADANÍA	A	LOS	SERVICIOS	PÚBLI‐
COS.	SISTEMAS	DE	IDENTIFICACIÓN	ELECTRÓNICA	Y	DE	FIRMA	DE	LOS	INTERESA‐
DOS	EN	EL	PROCEDIMIENTO	Y	EN	SUS	RELACIONES	CON	LA	ADMINISTRACIÓN.

INTRODUCCIÓN

Las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, y en particular Internet, juegan un papel cada vez
más relevante en la sociedad. El 96,1% de ciudadanos disponen de teléfono móvil, el 53,7% utilizan móviles
inteligentes o smartphones, el 50 % hacen uso de las redes sociales, y el 45% utilizan la banca electrónica.
En el caso de los jóvenes estos porcentajes suben considerablemente, llegando a un 90% de los jóvenes con
perfil en redes sociales y al 53,6% los que utilizan la banca electrónica. En los próximos años veremos
aumentar estas cifras de manera notable.

En el caso de las empresas, desde las multinacionales a las PYMES, dependen cada vez en mayor medida de
una utilización inteligente de las Tecnologías de la Información, que se ha conformado como un factor
necesario, incluso de supervivencia, para la continuidad de la actividad empresarial. 

Ante este escenario, la Administración ha de posicionarse en la vanguardia del uso de nuevas tecnologías
para hacer de tractor de la sociedad y economía españolas. Debe ser capaz de adaptarse de manera ágil a las
nuevas demandas, proporcionar información y servicios digitales en cualquier momento, en cualquier lugar
y de la forma más conveniente para el ciudadano y los empleados públicos, en las condiciones adecuadas de
confianza y seguridad, así como habilitar canales de comunicación a través de los cuales se pueda participar
en la definición e incluso en el diseño de los servicios públicos, de forma que éstos se adapten mejor a sus
necesidades reales. Para ello ha de emprender una transformación integral y convertirse en una Administra-
ción Digital.

En el año 2020 la Administración española ha de ser digital, de manera que las tecnologías de la información
y las comunicaciones estén tan integradas en la organización que ciudadanos y empresas prefieran la vía
electrónica para relacionarse con la Administración por ser la más sencilla e intuitiva, que exista una
colaboración fluida con los agentes interesados para poder prestar un servicio integral al ciudadano, que se
impulse la innovación continua y la transparencia de los procesos administrativos, que se generen eficiencias
internas y se aumente la productividad de los empleados públicos.

Para acometer tal transformación, hay que tener presente el punto de partida. La Ley 11/2007 dio un gran
impulso a la modernización de la Administración española al consagrar el derecho de los ciudadanos a
relacionarse electrónicamente con la Administración. Tal premisa supuso la obligación correlativa para la
Administración de introducir los medios electrónicos en las distintas fases de los procedimientos administra-
tivos que implicaran una interacción con el ciudadano.

Gracias a los esfuerzos realizados, en la actualidad España se encuentra en los primeros puestos de la Unión
Europea en disponibilidad de servicios públicos on-line, de acuerdo a los estudios de la CE y la ONU. Aunque
el interfaz externo de los servicios públicos ha sido digitalizado en su mayor parte, la tramitación interna por
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TEMA	16.‐	EL	FUNCIONAMIENTO	ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO:
SEDE	ELECTRÓNICA	Y	PORTAL	DE	INTERNET;	SISTEMAS	DE	IDENTIFICACIÓN

DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	ARCHIVO	ELECTRÓNICO	DE
DOCUMENTOS.	DOCUMENTO	Y	EXPEDIENTE	ELECTRÓNICO.

1.‐	EL	FUNCIONAMIENTO	ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, regula el funcionamiento electrónico
del sector público con el siguiente contenido:

Artículo 38. La sede electrónica.
Artículo 39. Portal de internet.
Artículo 40. Sistemas de identificación de las Administraciones Públicas.
Artículo 41. Actuación administrativa automatizada.
Artículo 42. Sistemas de firma para la actuación administrativa automatizada.
Artículo 43. Firma electrónica del personal al servicio de las Administraciones Públicas.
Artículo 44. Intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación.
Artículo 45. Aseguramiento e interoperabilidad de la firma electrónica.
Artículo 46. Archivo electrónico de documentos.
Artículo 46 bis. Ubicación de los sistemas de información y comunicaciones para el registro de datos.

Actuación administrativa automatizada.- Se entiende por actuación administrativa automatizada, cualquier
acto o actuación realizada íntegramente a través de medios electrónicos por una Administración Pública
en el marco de un procedimiento administrativo y en la que no haya intervenido de forma directa un
empleado público.

En caso de actuación administrativa automatizada deberá establecerse previamente el órgano u órganos
competentes, según los casos, para la definición de las especificaciones, programación, mantenimiento,
supervisión y control de calidad y, en su caso, auditoría del sistema de información y de su código fuente.
Asimismo, se indicará el órgano que debe ser considerado responsable a efectos de impugnación.

La sede electrónica.- Se	desarrolla	en	el	ap.	2

Portal de internet.- Se	desarrolla	en	el	ap.	2

Sistemas de identificación de las Administraciones Públicas.- Se	desarrolla	en	el	ap.	3

Sistemas de firma para la actuación administrativa automatizada.- Se	desarrolla	en	el	ap.	3

Firma electrónica del personal al servicio de las Administraciones Públicas.- Se	desarrolla	en	el	ap.	3
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TEMA	17.‐	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES.	NORMATIVA	VIGENTE.
DISPOSICIONES	GENERALES	Y	PRINCIPIOS	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS.
DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS.	GARANTÍA	DE	LOS	DERECHOS	DIGITALES.

1.‐	LA	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES

1.1.- EL NUEVO MARCO NORMATIVO

El Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circula-
ción de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de
datos), se encuadra en la reforma normativa realizada por la Unión Europea con el objetivo de garantizar
unos estándares de protección de datos elevada y adaptada a la realidad digital del mundo actual.

Este Reglamento, que deroga la Directiva 95/46/CE, fue aprobado por el Parlamento Europeo en abril y
entró en vigor 20 días después de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea, el 4 de mayo de
2016. Su ámbito de aplicación se extiende a todos los países miembros de la Unión Europea y se aplicará
directamente en todos ellos a partir del 25 de mayo de 2018.

El Reglamento impone un nuevo marco normativo al conjunto de países europeos, otorgando un mayor
grado de control a los ciudadanos sobre su información privada e imponiendo cambios radicales para las
empresas, que deben empezar a adaptar sus protocolos y estructuras a la nueva regulación.

El nuevo Reglamento ha ampliado notablemente su ámbito de aplicación territorial. No se restringe única-
mente al espacio europeo, sino que es igualmente obligatorio para las empresas responsables o encargadas
del tratamiento de datos no establecidas en la Unión Europea, siempre que ofrezcan bienes o servicios a
ciudadanos que sí sean residentes o controlen el comportamiento de éstos en dicho territorio.

Se trata de una norma muy extensa, que consta de 173 considerandos previos y 99 artículos, agrupados en
once capítulos, con la siguiente estructura:

• Capítulo I. Disposiciones generales
• Capítulo II. Principios
• Capítulo III. Derechos del interesado

Sección 1.ª Transparencia y modalidades
Sección 2.ª Información y acceso a los datos personales
Sección 3.ª Rectificación y supresión
Sección 4.ª Derecho de oposición y decisiones individuales automatizadas
Sección 5.ª Limitaciones
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TEMA	18.‐	ATENCIÓN	AL	PÚBLICO:	ACOGIDA	E	INFORMACIÓN	AL	ADMINISTRADO.
APLICACIÓN	DE	LA	OFIMÁTICA	EN	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL:	PROCESADORES
DE	TEXTO.	CREACIÓN	Y	ESTRUCTURACIÓN	DE	DOCUMENTOS	Y	PLANTILLAS.	MA‐
NEJO	E	IMPRESIÓN	DE	FICHEROS.	HOJAS	DE	CÁLCULO.	INTRODUCCIÓN	Y	EDICIÓN
DE	DATOS.	GRÁFICOS.	GESTIÓN	DE	DATOS.	OTRAS	APLICACIONES	OFIMÁTICAS.

1.‐	ATENCIÓN	AL	PÚBLICO

La comunicación cara a cara es la forma idónea de comunicación. En ella utilizamos no sólo la palabra sino
toda una gama de recursos expresivos como el gesto, la mirada, la postura, es decir, lo que se ha denominado
el lenguaje corporal, que contribuyen a una mejor comunicación.

Es una comunicación inmediata, no transcurre ningún lapso de tiempo entre la formulación de la pregunta
y la respuesta.

Hay una interrelación mutua, a través del mecanismo de retroalimentación que va depurando la comunica-
ción de elementos accesorios y subjetivos hasta lograr una correcta interpretación de los mensajes.

1.1.- CONDICIONES MATERIALES

Es de sobras conocido el influjo que el medio físico, es decir, la configuración del espacio y los elementos a
él incorporados ejercen sobre la conducta.

La comunicación puede verse facilitada o dificultada por el ambiente en que se produce. Por ello, las oficinas
de información deberían cumplir ciertos requisitos en cuanto a emplazamiento, características y organiza-
ción del local:

-Deberán situarse	en puntos estratégicos de las ciudades, con buenas comunicaciones. Su acceso deberá
ser directo desde la calle y contar con la señalización adecuada.

-El local debe ser amplio, bien iluminado, de uso exclusivo, con mobiliario funcional y distribuido de
forma que permita preservar la intimidad de las comunicaciones, que garantice unas condiciones de
mínimo confort tanto para el informador como para su interlocutor, que ofrezca facilidades para la
lectura y la consulta de documentos.

-Hay que evitar en la medida de lo posible la formación de colas y, cuando no puedan evitarse, deben
organizarse (números, turnomatic...) procurando que exista un lugar de espera con asientos.

-También debe disponerse de un espacio con mesas y sillas para que el público pueda consultar docu-
mentos, tomar notas, rellenar impresos, etc.



www.temariosenpdf.es Tema 19 - Pág. 1

TEMA	19.‐	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y	HOMBRES.	POLÍTICAS
PÚBLICAS	PARA	LA	IGUALDAD.	MEDIDAS	DE	PROTECCIÓN	INTEGRAL	CONTRA

LA	VIOLENCIA	DE	GÉNERO.	DERECHOS	DE	LAS	MUJERES	VÍCTIMAS
DE	VIOLENCIA	DE	GÉNERO.

1.‐	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y	HOMBRES

1.1.- IGUALDAD DE GÉNERO EN LA CONSTITUCIÓN

La Constitución Española, aunque responde a un momento en el que todavía no se había desarrollado la
sensibilidad social presente, proclama en su artículo 14, como valor superior del ordenamiento jurídico, la
igualdad de toda la ciudadanía ante la Ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de sexo.
Por su parte, el artículo 9.2 establece la obligación de los poderes públicos de promover las condiciones para
que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas. A estos
preceptos constitucionales hay que unir la cláusula de apertura a las normas internacionales sobre derechos
y libertades contenida en el artículo 10.2, las previsiones del artículo 96, integrando en el ordenamiento
interno los tratados internacionales publicados oficialmente en España; y el artículo 93, autorizando las
transferencias de competencias constitucionales a las organizaciones supranacionales mediante la aproba-
ción de una Ley Orgánica.

1.2.- LA LEY ORGÁNICA 3/2007, PARA LA IGUALDAD EFECTIVA DE MUJERES Y HOMBRES

• CONTENIDO Y ESTRUCTURA

La mayor novedad de esta Ley radica en la prevención de las conductas discriminatorias y en la previsión
de políticas activas para hacer efectivo el principio de igualdad. Tal opción implica necesariamente una
proyección del principio de igualdad sobre los diversos ámbitos del ordenamiento de la realidad social,
cultural y artística en que pueda generarse o perpetuarse la desigualdad. De ahí la consideración de la
dimensión transversal de la igualdad, seña de identidad del moderno derecho antidiscriminatorio, como
principio fundamental del presente texto.

La Ley se refiere a la generalidad de las políticas públicas en España, tanto estatales como autonómicas y
locales. Y lo hace al amparo de la atribución constitucional al Estado de la competencia para la regulación
de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles y las españolas en el ejercicio
de los derechos constitucionales, aunque contiene una regulación más detallada en aquellos ámbitos de
competencia, básica o legislativa plena, del Estado.

La ordenación general de las políticas públicas, bajo la óptica del principio de igualdad y la perspectiva de
género, se plasma en el establecimiento de criterios de actuación de todos los poderes públicos en los que
se integra activamente, de un modo expreso y operativo, dicho principio; y con carácter específico o sectorial,
se incorporan también pautas favorecedoras de la igualdad en políticas como la educativa, la sanitaria, la
artística y cultural, de la sociedad de la información, de desarrollo rural o de vivienda, deporte, cultura,
ordenación del territorio o de cooperación internacional para el desarrollo.
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TEMA	20.‐	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES	Y	PROTECCIÓN	DE
LA	SEGURIDAD	Y	SALUD	EN	EL	TRABAJO.	DERECHOS	Y	OBLIGACIONES

DEL	EMPRESARIO	Y	LOS	TRABAJADORES.	LOS	DELEGADOS
DE	PREVENCIÓN.	EL	COMITÉ	DE	SEGURIDAD	Y	SALUD.

INTRODUCCIÓN

El artículo 40.2 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos, como uno de los principios
rectores de la política social y económica, velar por la seguridad e higiene en el trabajo. Este mandato
constitucional conlleva la necesidad de desarrollar una política de protección de la salud de los trabajadores
mediante la prevención de los riesgos derivados de su trabajo y encuentra en la Ley de Prevención de
Riesgos Laborales su pilar fundamental. En la misma se configura el marco general en el que habrán de
desarrollarse las distintas acciones preventivas, en coherencia con las decisiones de la Unión Europea que
ha expresado su ambición de mejorar progresivamente las condiciones de trabajo y de conseguir este
objetivo de progreso con una armonización paulatina de esas condiciones en los diferentes países europeos.

De la presencia de España en la Unión Europea se deriva, por consiguiente, la necesidad de armonizar
nuestra política con la naciente política comunitaria en esta materia, preocupada, cada vez en mayor medida,
por el estudio y tratamiento de la prevención de los riesgos derivados del trabajo. Buena prueba de ello fue
la modificación del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea por la llamada Acta Única, a
tenor de cuyo artículo 118 A) los Estados miembros vienen, desde su entrada en vigor, promoviendo la
mejora del medio de trabajo para conseguir el objetivo antes citado de armonización en el progreso de las
condiciones de seguridad y salud de los trabajadores. Este objetivo se ha visto reforzado en el Tratado de
la Unión Europea mediante el procedimiento que en el mismo se contempla para la adopción, a través de
Directivas, de disposiciones mínimas que habrán de aplicarse progresivamente.

Consecuencia de todo ello ha sido la creación de un acervo jurídico europeo sobre protección de la salud de
los trabajadores en el trabajo. De las Directivas que lo configuran, la más significativa es, sin duda, la
89/391/CEE, relativa a la aplicación de las medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud
de los trabajadores en el trabajo, que contiene el marco jurídico general en el que opera la política de
prevención comunitaria.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante LPRL) transpone al
Derecho español la citada Directiva, al tiempo que incorpora al que será nuestro cuerpo básico en esta
materia disposiciones de otras Directivas cuya materia exige o aconseja la transposición en una norma de
rango legal, como son las Directivas 92/85/CEE, 94/33/CEE y 91/383/CEE, relativas a la protección de la
maternidad y de los jóvenes y al tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, de duración determina-
da y en empresas de trabajo temporal. Así pues, el mandato constitucional contenido en el artículo 40.2 de
nuestra ley de leyes y la comunidad jurídica establecida por la Unión Europea en esta materia configuran el
soporte básico en que se asienta la LPRL. Junto a ello, los compromisos contraídos con la Organización
Internacional del Trabajo a partir de la ratificación del Convenio 155, sobre seguridad y salud de los trabaja-
dores y medio ambiente de trabajo, enriquecen el contenido del texto legal al incorporar sus prescripciones
y darles el rango legal adecuado dentro de nuestro sistema jurídico.




